
REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO
112

I. introducción

S ean Illing, periodista y analista político, define la 
democracia desde su base deliberativa: la legiti-
midad del sistema no sólo depende de los votos 

depositados en sí, sino también del debate razonado. 
Entiende a la democracia como sistema, pero también 
como una esfera de deliberación (Illing, 2022, p. 8), en 
su libro La Paradoja de la Democracia, siguiendo con la 
escuela de pensadores como Jürgen Habermas, Nancy 
Fraser o Axel Honneth. Una democracia sólida, fincada 
en amplia legitimidad, debe cimentarse en la libertad de 
expresión, la búsqueda de la verdad y la discusión razo-
nada. Sin libertad de expresión, de prensa y de concien-
cia, la democracia se extingue. Es la oscuridad frente 
a la luz. La tramposa posverdad ante la honestidad de 
la verdad. 

El auge del populismo a nivel global, entendido como 
lo sostiene Nadia Urbinati (2020, p. 17) —un proyecto 
de gobierno que busca transformar las concepciones del 
pueblo, las mayorías y la representación— ha puesto a la 
libertad de expresión en el centro de los debates. No sólo 
eso, sino que ha profundizado en los debates clásicos 
sobre el papel de los medios de comunicación, las redes 
sociales y, ahora, la inteligencia artificial en la política y 
los procesos electorales. En este sentido, me propongo 
analizar en este artículo los pocos cambios en el modelo 
de comunicación que plantea la reforma electoral de la 
presidenta Claudia Sheinbaum. 

Todo mi análisis parte de una convicción inicial: la 
reforma no toca el modelo de comunicación ni tampoco 
busca cambiar el fracaso que han supuesto las reformas 
anteriores en materia de la construcción de una demo-
cracia deliberativa de calidad. Los aspectos propuestos o 
son muy vagos o simplemente benefician a los grandes 
intereses mediáticos del país. 

No existe en el proyecto presentado ninguna considera-
ción que nos permita afirmar que la iniciativa de reforma 
busca mejores canales de comunicación con la ciudada-
nía para que nuestra democracia se nutra de un debate 
más razonado, amplio e incluyente. 

II. Un equilibrio complejo

La historia nos demuestra que nunca ha sido sen-
cillo la coexistencia entre la política democrática y 
los medios de comunicación libres. A esto hay que 
agregar las complejidades del mundo político en red 
que bien delineó Manuel Castells en Comunicación y 
Poder, hace ya 14 años (2012, p. 33). El poder tam-
bién se transforma en lo que podemos llamar como 
sociedad en red, que forma parte de la esfera mediá-
tica general.

Una sociedad democrática funciona en la medida en que 
tiene instituciones democráticas electas por la ciudadanía 
que son vigiladas, constreñidas y limitadas por contrapo-
deres externos, como es la sociedad civil o los medios de 
comunicación. El difícil equilibrio nace cuando el empo-
deramiento de los medios de comunicación, o incluso las 
plataformas digitales, pone en riesgo el marco demo-
crático y no necesariamente funge como un contrapoder 
que anhele mayores libertades y derechos ciudadanos. 
La sana coexistencia entre instituciones políticas y la 
esfera mediática —por incluir más allá que los medios 
tradicionales de comunicación— es un elemento esencial 
de la democracia. 

En México, dicha coexistencia ha sido abordada por una 
serie de reformas propuestas al menos desde 2003 que 
han vehiculado nuestra transición pactada a la democra-
cia (Prud´homme, 2014, p. 9). Si partimos del hecho de 
que México comienza su transición a la democracia en el 
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periodo de 1994 a 19972 —con los cambios a los órganos 
electorales y la pérdida de la mayoría calificada del oficia-
lismo—, la evolución e involución democrática en México 
también ha estado ligada a los cambios planteados en el 
Modelo de Comunicación Político-electoral. Cómo cons-
truir un espacio sano de deliberación ha estado a la altura 
de otros desafíos democráticos, entre ellos la organiza-
ción electoral, el combate al fraude o la fiscalización. 

En materia de comunicación política electoral y acceso 
a los medios de comunicación, 2007 es un antes y un 
después en la materia. Antes de dicha fecha, cualquier 
actor político (partido, organización, sindicato) o no polí-
tico (empresas) podían comprar espacio en medios de 
comunicación de forma abierta y con pocas restricciones. 
Frente a esta realidad, la elección presidencial de 2006 
fue la última en donde fue posible jugar con las reglas del 
libre mercado en materia de acceso a medios de comuni-
cación. Posterior a la elección, el PRD propuso modificar 
el modelo y prohibir la compra de espacios publicitarios 
en prensa, radio o televisión. De la misma forma, en el 
periodo 2007-2013 se estableció que el Estado tenía dere-
cho a 48 minutos diarios en cualquier canal de televisión 
o estación de radio. Este modelo evitó la intervención de 
algunos sectores empresariales, pero también limitó la 
profundidad y la calidad del debate político-electoral en 
México. Las campañas se volvieron muy monótonas e 
hiperfiscalizadas por la autoridad electoral. 

A partir de 2013, los cambios al Modelo de Comunica-
ción Político-electoral han sido menores. Se han incluido 
dimensiones como las redes sociales en el debate público 
electoral, aunque como extensión de las regulaciones 
existentes en los medios offline. 

En 2014, cuando nace el ahora Instituto Nacional Electo-
ral (INE) que sustituye al Instituto Federal Electoral (IFE), 
se incluyeron algunas causales de nulidad relacionados 
con la compra de espacios en medios de comunicación 
y se puso aún más énfasis en la imposibilidad de que 
los candidatos efectúen lo que se califica como “cam-
pañas negativas”; es decir, campañas de contraste con 
otros candidatos. La difamación o la calumnia entraron 
en la ley, así como la obligación del INE de investigar 
las infracciones que pudieran cometer candidatos en su 

acceso a medios de comunicación. A pesar de lo restric-
tivo de nuestro marco normativo en materia de comuni-
cación política, muchos partidos encontraron la manera 
de darle la vuelta a la ley con los llamados influencers o 
coberturas que parecen pagadas, pero que no aparecen 
en las contabilidades de los candidatos. 

En los últimos 19 años, las legislaciones electorales han 
buscado limitar el espacio de deliberación pública y pro-
teger a los candidatos. En ninguna reforma, ni la de 2007 
ni la de 2014, vemos alguna apuesta mínima por ensan-
char los espacios de debate, deliberación o acceso de los 
ciudadanos a información electoral. Por el contrario, los 
medios de comunicación no pueden moverse, a menos 
que lo hagan bajo la simulación; los candidatos no pue-
den decir nada que se salga de los cauces de la restric-
tiva legislación, y los debates están hechos para que las 
personas candidatas se sientan cómodas y no para que la 
ciudadanía obtenga mayor y mejor información. 

Esto ha provocado un desplazamiento del debate de los 
medios de comunicación establecidos a la fluidez de las 
redes sociales. De espacios muy vigilados a espacios 
poco fiscalizados o más difíciles de fiscalizar. Es cierto 
que se ha hecho mucho en materia de regular la pauta 
y la inversión publicitaria, pero poco en la regulación de 
los bots o las estrategias de posicionamiento desde cuen-
tas robotizadas. En conclusión, una deliberación constre-
ñida, sin críticas, aburrida y plagada de noticias falsas. 
Un modelo deliberativo fracasado. 

Es cierto que muchas de estas tendencias no son exclu-
sivas de México. El mundo vive una crisis de la conver-
sación pública que tiene que ver con el debilitamiento 
de los medios, el auge de la IA y la polarización. Incluso 
una crisis del lenguaje político (Thompson, 2017, p. 
16). Sin embargo, los distintos gobiernos en México y 
las representaciones parlamentarias han hecho poco 
en la búsqueda de dinamizar el debate democrático. Y 
es que los incentivos son así: los partidos que hege-
monizan el voto prefieren tener un modelo delibera-
tivo controlado, mientras que las oposiciones son muy 
débiles como para plantear alternativas realizables. La 
conclusión: la profundización de un modelo que sólo 
favorece al status quo. 
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III. La propuesta de reforma de 2026

Claudia Sheinbaum ha enfocado en la reducción de los 
costos de la democracia y en los diputados de represen-
tación proporcional sus principales apuestas en materia 
de reforma electoral (Cámara de Diputados, 2026). La 
esfera deliberativa ha quedado relegada a un segundo 
nivel de prioridades. La “propuesta estrella” fue reducir 
los tiempos del Estado: pasar de los 48 minutos actua-
les a 35 minutos por emisora. Más allá de justificar la 
medida por la saturación del electorado, no queda claro 
por qué disminuir los tiempos del INE en los medios 
era una prioridad de una reforma electoral impulsada 
por el gobierno. Tampoco quedaba claro por qué habrá 
menos saturación con 35 minutos al día que con 48. 
El hartazgo con los spots o la información oficial tiene 
más que ver con su incapacidad para hablar de aquello 
que le interesa a la ciudadanía, que con la cantidad de 
minutos en total. 

A nivel mundial es posible encontrar países con accesos 
públicos gratuitos a medios de comunicación que no caen 
en la saturación de las audiencias. Alemania, España, 
Irlanda, Francia o Grecia son ejemplos, siendo Francia 
el más estricto en el carácter público del acceso a los 
medios y en la regulación. 

Acceder públicamente a las emisoras de todo el país 
debería ser un activo de la democracia mexicana. Un 
activo que no sirviera para repetir los mismos mensajes 
vacíos, sino para plantear temas que son importantes o 
para promover debates entre distintas candidaturas. En 
México, el INE, el gobierno y los partidos han decidido 
tirar ese tiempo a la basura con contenido que no es 
atractivo para la ciudadanía, pero no tiene por qué ser 
así. Construir democracia y ciudadanía también se podría 
hacer desde los tiempos públicos oficiales. 

Lo que me temo es que detrás de la iniciativa de la pre-
sidenta de México esté reflejado el interés de las princi-
pales televisoras y radiodifusoras del país de ir limitando 
el acceso público del gobierno a tiempo aire y que esto 
permita que exista más tiempo comercializable. Es decir, 
que el gobierno quisiera quedar bien con los medios per-
mitiendo mayor acceso a tiempo aire comercializable con 

un valor multimillonario. Estimaciones que se han hecho 
desde el periodismo ubican en 17 mil millones de pesos 
más para los principales medios de comunicación el cam-
bio que propone Claudia Sheinbaum. Quedar bien con 
Televisa o con alguna radiodifusora, ¿es ése el objetivo?

En materia de inteligencia artificial hay poco qué analizar. 
La reforma pedía que se hicieran explícitos, a través de 
una marca de agua, todos los contenidos generados por 
la IA. Etiquetar el contenido. Esta labor habría quedado 
en manos del INE, pero está claro que era difícil de cum-
plir cuando la institución tiene apenas instrumentos para 
poder fiscalizar lo que la ley le exige actualmente. Hay 
que decir, también, que el proyecto de reforma buscaba 
disminuir los recursos que van a los órganos electorales. 
Eso complicaba, aún más, las funciones que la reforma 
electoral quería darle al INE y a los Organismos Públicos 
Locales Electorales (OPLE). 

IV. Apunte final

La propuesta de reforma electoral es otra oportunidad 
perdida en materia de comunicación política. En lugar de 
apostar por un modelo que privilegie la información, el 
combate a la posverdad y las noticias falsas, así como los 
debates plurales, la iniciativa se quedó en la nimiedad de 
los minutos de acceso público a los medios de comuni-
cación y parecía defender más a los grandes medios que 
al derecho de la ciudadanía a una democracia con infor-
mación de calidad. Frente a los desafíos que se abren en 
materia de inteligencia artificial, polarización y desarrollo 
tecnológico, lo que propuso Sheinbaum parecía que no 
buscaba acometer los retos del presente. 

Resulta paradójico que un proyecto político que alcanzó 
el poder denunciando la concentración mediática, haga 
una propuesta que hace eco de las demandas que han 
hecho los grandes medios desde 2007. También resulta 
llamativo que no haya ningún planteamiento que forta-
lezca al INE frente a las noticias falsas o que garantice 
que un ciudadano pueda acceder a mejor información 
electoral. Es una reforma mínima, pero eso no quita que 
los intereses detrás de ella sean los intereses de unos 
pocos y no los derechos de las mayorías en este país. 




